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RESEÑA HISTÓRICA

La Relatoría del Tribunal Administrativo del Huila fue creada mediante Acuerdo No. 2078, (Art. 2º) de Septiembre 24 de 2003, del Consejo Superior de la Judicatura.

MISIÓN
Recopilar, titular y sistematizar la información jurídica suministrada por los Magistrados del Tribunal Contencioso Administrativo del Huila, para que pueda ser consultada oportunamente por los usuarios internos y externos.
VISIÓN 
Apoyar permanentemente en su misión a los administradores de justicia y a la comunidad en general, estando a la vanguardia en el uso de las tecnologías de la información y la comunicación.


FUNCIONES DE LA RELATORÍA 

Las funciones del Relator del Tribunal Administrativo del Huila están precisadas en el Acuerdo No. 01 del 6 de Abril de 2011de la Corporación, en el artículo 7º, destacando en lo que hace referencia a este tema, las siguientes:
· Recopilar, analizar y titular el documento jurisprudencial.
· Procesar la información.
· Facilitar a los usuarios un adecuado acceso a la información jurisprudencial
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Dr. Jorge Alirio Cortés Soto
Magistrado ponente


ACCIÓN: OBSERVACIÓN
DEMANDANTE: GOBERNADOR DEL HUILA
DEMANDADO: ACUERDO No. 28 DE 2014- EL AGRADO	
RADICACIÓN:  41001233300020150002500
FECHA:ENERO 22 DE 2016 		


VIGENCIAS FUTURAS- Solo se aprueban cuando se ajustan a las previsiones legales.

“Encuentra la Sala que en dicha aprobación si bien se fijó el límite o monto de las vigencias futuras, al momento de ser aprobado por el Concejo municipal se aprobó en cuantía mayor (por $3.817´179.380) sin que en manera alguna se indicara y acreditara que consultaba las metas plurianuales del marco fiscal de mediano plazo.

De la misma manera, dicha autorización no especificó que en la vigencia fiscal 2014 se contaba con la apropiación del 15% del total de las vigencias futuras aprobada, ni especificó la procedencia de los recursos que servirían para asumir los proyectos de inversión relacionados en los contratos citados en el acuerdo aprobado y cuya ejecución culminaría en el año 2015, como fecha límite que se entiende del contexto del acuerdo y la autorización para tales vigencias futuras.

De igual forma,  como el alcalde con oficio de diciembre 20 de 2014 (f. 26) le solicitó al Concejo municipal de El Agrado que se incluyera en el proyecto de acuerdo de autorización de vigencias futuras para ejecución del plan de desarrollo 2012 – 2015, el proyecto de construcción para 2 soluciones de vivienda y mejoramiento de otras 5 en la zona urbana por $64´426.488 “ejecutado por el banco inmobiliario del municipio” y que se aumentara la cuantía del contrato interadministrativo para control y drenaje para protección de la PTAR en $306´362.359 y a ello accedió el Concejo municipal,  desbordó las autorizaciones dadas por el Confis.

Todo lo anterior lleva a la Sala a concluir que el Acuerdo observado o impugnado, desconoció las previsiones de los artículos 1, 5 y 12-a de la Ley 809 de 2003 en concordancia con los artículos 23 y 24 del Decreto 111 de 1996 que citó el accionante y ello hace que sean viables las observaciones formuladas, surgiendo así la ilegalidad del referido Acuerdo.

En esa medida, los razonamientos expuestos por el municipio de El Agrado de haberse ajustado a las previsiones legales se caen por su propio peso y más cuando en las mismas circulares que aportó como prueba se hace énfasis en la posibilidad de aprobarse vigencias futuras pero ciñéndose a las normas que las regulan y como quedó visto, no se cumplió. “

FUENTE FORMAL: Ley 1606 de 2012/ Decreto 111 de 1996.
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Dr. Jorge Alirio Cortés Soto
Magistrado ponente


ACCIÓN: OBSERVACIÓN 
DEMANDANTE: GOBERNADOR DEL HUILA 
DEMANDADO: ACUERDO No. 022 DE 2015 – PALERMO
RADICACIÓN: 41001233300020150071900
FECHA: ENERO 22 DE 2016		


 Bienes De Uso Público- No puede cambiarse su naturaleza.

“De acuerdo con lo expuesto, para el Tribunal es claro que las franjas de terreno desafectadas en el acuerdo tema de este asunto, por ser una zona verde pública, se trata de un bien estatal de uso público que al tenor del artículo 63 de la Constitución son inalienables, imprescriptibles e inembargables y por mandato del artículo 6º de la Ley 9 de 1989 para poderse cambiar su naturaleza, deben ser canjeados por otros de naturaleza equivalente.
 
En el acuerdo impugnado si bien el concejo municipal realizó la desafectación de partes de una zona verde que es de uso público, no se hizo ningún canje por otras zonas equivalentes en beneficio de la urbanización Santa Bárbara del centro poblado de Amborco y lo que es más grave, la desafectación no se hizo para beneficiar las áreas del espacio público sino para la enajenación de las mismas, frente a la expresa prohibición constitucional.

Por lo anterior, se acogerán las observaciones que hiciera el gobernador del Huila y por tanto el Acuerdo observado es inválido, lo que de suyo implica que deben cancelarse las inscripciones que se hubieren surtido en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Neiva y que se compulsen copias del expediente para que se investiguen las faltas disciplinarias y delitos que pudieron haberse cometido con su aprobación y sanción.”

FUENTE FORMAL: Art. 63 y 102 C.P./ Art. 674 del C.C. /Ley 9 de 1989
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Dr. Jorge Alirio Cortés Soto
Magistrado ponente


ACCIÓN: TUTELA
ACCIONANTE: JORGE EDUARDO RUBIO TOVAR 
ACCIONADO: JUZGADO 4° ADTVO ORAL DE NEIVA
RADICACIÓN: 41001233300020160000100
FECHA: ENERO 27 DE 2016

ACCIÓN DE TUTELA- Amparo al debido proceso

“Es que sin ningún asomo de duda hay que señalar que el Juzgado demandado no se ha percatado que hubo un cambio fundamental, en torno a la regulación que traía el Decreto 01 de 1984 donde se exigía la violación ostensible o a primera vista de las normas invocadas en la demanda al confrontarlas con el acto demandado, lo cual ya no se exige, sino que se impone al operador judicial la obligación de efectuar un análisis sobre la procedencia de la medida, la necesidad de adoptarla o no conforme a la situación fáctico-jurídica que se expone en la demanda y apreciar en conjunto el material probatorio para determinar si la transgresión alegada se configura o no para alcanzar sus fines de garantizar provisionalmente los derechos objeto del proceso.

De acuerdo a lo anterior, se amparará el derecho al debido proceso, dejando sin efectos las referidas decisiones y se ordenará al Juzgado que proceda a pronunciarse sobre la medida cautelar solicitada por el demandante, teniendo en cuenta lo establecido en las normas que regulan la materia en la Ley 1437 de 2011, especialmente su artículo 231 y los precedentes del Consejo de Estado en torno a alcance y fines de la medida cautelar de suspensión provisional.
Por otro lado, no se avista vulneración del derecho de defensa, pues se aprecia que el actor ha podido ejercerlo a lo largo del trámite judicial ordinario, al punto que hizo uso de los recursos previstos por el ordenamiento jurídico.

Ahora, en relación con los derechos al mínimo vital, seguridad social, salud en conexidad con la vida, no encuentra la Sala que estén siendo conculcados por las decisiones del juzgado, pues al actor le fueron entregados unos dineros por concepto de indemnización por la pérdida de la capacidad laboral determinada (f. 110) y la atención de sus enfermedades está siendo suministrado por la Dirección de Sanidad de la Policía, producto de la tutela fallada por el Consejo Seccional de la Judicatura del Huila (f. 46 a 50).

Finalmente, frente a la pretensión de condena al pago de la sanción consagrada en el artículo 26 de Ley 361 de 1997, la jurisprudencia constitucional de manera reiterada ha establecido que la tutela, es un mecanismo residual, subsidiario y excepcional, no está diseñado para obtención de compensaciones, indemnizaciones, reparaciones o pagos (salvo restringidas y especialísimas restricciones) y tampoco es el camino procesal para intervenir en actuaciones administrativas, de ahí que deviene improcedente para ese específico propósito, de ahí que por ese aspecto deba declararse improcedente, pues para esos fines se está adelantando el proceso ordinario.
FUENTE FORMAL: Ley 361 de 1997./ CPACA.

NOTA DE RELATORÍA: Algunas sentencias tenidas en cuenta en esta providencia: C-284/14/ T-441/03/ T-958/12/ C-543/92.
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Dr. Jorge Alirio Cortés Soto
Magistrado ponente


ACCIÓN: PÉRDIDA DE INVESTIDURA 
DEMANDANTE: ERIS ALONSO MURCIA MEDINA
DEMANDADO: LEYLA MARLENY RINCÓN TRUJILLO
RADICACIÓN: 41001233300020160001000
FECHA: FEBRERO 22 DE 2016


 PÉRDIDA DE INVESTIDURA-  Régimen de inhabilidades.

“El ejercicio de la docencia por parte de demandada se surtió en el municipio de Neiva, tal como lo señalan el certificado aportado con la demanda (f. 57) pero bajo la modalidad de cátedra por designación que le hiciera la USCO y no por contrato alguno.
Como corolario de lo expuesto emerge que la parte actora no demostró que la señora Leyla Marleny Rincón Trujillo hubiere sido elegida concejala de Neiva con violación del régimen de inhabilidades y por ende que haya incurrido en causal de pérdida de su investidura.”
FUENTE FORMAL: Ley 617 de 2000/ artículo 152 numeral 15 del CPACA/ ley 136 de 1994/ artículo 244 y 246 del Código General del Proceso/ artículo 1464 del Código Civil. 
NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en ésta providencia: Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 23 de julio de 2002, expediente No. IJ 024, C.P. Gabriel Eduardo Mendoza. / Consejo de Estado, Sección Primera. Sentencia de septiembre 4 de 2014, C.P. Guillermo 
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Dr. ANA MARIA CORREA ANGEL
MAGISTRADA PONENTE


ACCIÓN: CONTRACTUAL 
ACCIONANTE: OPERADORES DE AGUA Y ENERGÍA S.A. E.S.P.
ACCIONADO: EMPRESAS PÚBLICAS DE NEIVA
RADICACIÓN: 41001233100020110030200
FECHA: ENERO DE 2016

INEPTITUD SUSTANTIVA DE LA DEMANDA/ Omisión  de solicitar nulidad de acto administrativo.


“El precitado pronunciamiento, enmarca con claridad meridiana, la   omisión de la parte actora, de solicitar la nulidad de la resolución 0213 de 25 de marzo de 2009, que declara la nulidad absoluta del contrato de gestión comercial No. 001 de 15 de marzo de 2007 y lo declara terminado unilateralmente, emanada de EMPRESAS PÚBLICAS DE NEIVA; acto administrativo del que deviene el alegado perjuicio deprecado en las pretensiones de la demanda, carga que no puede ser suplida por el juez contencioso administrativo por el principio dispositivo que rige la jurisdicción y como ha sido dispuesto por la jurisprudencia del Consejo de Estado.

Se suma a lo advertido, que el escrito de demanda como marco de la sentencia y que rige el límite que tiene el juzgador para pronunciarse y las cargas de diligencia que se imponen a las partes, que al no cumplirse traen como consecuencia el resultado adverso a sus pretensiones, máxime que no se pueden ordenar indemnizaciones o perjuicios sobre la base de un acto administrativo que se encuentra revestido de presunción de legalidad sin que se anule el contenido del mismo.  

En sintonía al precedente jurisprudencial al igual que a las pretensiones alegada en el escrito de demanda, la conclusión que impera en este asunto, conduce a declarar la inepta demanda y por consecuencia, la inhibición de la Sala para fallar el fondo del asunto planteado.

NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias  tenidas en cuenta en esta providencia: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, CP: Carlos Betacur Jaramillo, 19 de diciembre de 1990, radicación 3351./ Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de 20 de octubre de 1995, Exp. 9847, reiterada en Sentencia de 14 de diciembre de 1995, Exp. 8563./Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, CP: RUTH STELLA CORREA PALACIO, 9 de junio de 2010, radicación: 50001-23-31-000-1993-04051-01 (16496).

________________________________________________________________________________
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Dr. ANA MARIA CORREA ANGEL
MAGISTRADA PONENTE

ACCIÓN: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE: HELMAN BARONA RUIZ
DEMANDADO: NACION –MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA
RADICACIÓN: 41 001-33-31-002-2007-00226-01
FECHA: FEBRERO 10 DE 2016

RETIRO DEL SERVICIO POR VOLUNTAD DISCRECIONAL DE MIEMBROS DE LA POLICÍA NACIONAL- Falsa motivación.

“Finalmente, en reciente pronunciamiento, el Honorable Consejo de Estado, contenida  en sentencia del 22 de julio del 2015, dando cumplimiento a sentencia SU 172 del 16 de abril de 2015, proferida dentro del expediente T-4.076.348 por la Sala Plena de la Corte Constitucional, que dejo sin efectos la sentencia dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y la proferida por la Subsección A de la Sección Segunda del Consejo de Estado calendada 15 de julio del 2004, decidió de nuevo que la validez del acto administrativo depende de que los motivos por los cuales se expide sean ciertos, pertinentes y tengan el mérito suficiente para justificar la decisión que mediante él se haya tomado.
(…)
“Es así, que en el contenido de la precitada acta, no se expresa de manera coherente, razonable, proporcional, objetiva, basada en hechos ciertos, el razonamiento endilgable al accionante, que permitan con concordancia y coherencia, aplicar la discrecionalidad para su retiro, lo que hace próspero el cargo del accionante en apelación, ya que el concepto omite las razones que conducen a su retiro.

En efecto, el afectado no tuvo la oportunidad de conocer las razones objetivas y los hechos ciertos que dieron lugar a la recomendación del comité de retiro o la junta de evaluación previa a la expedición del acto administrativo que lo desvincula de la entidad demandada. 

Así mismo, del sustento reseñado en el Acta de la Junta de Evaluación y Clasificación para Suboficiales, Personal del Nivel Ejecutivo y Agentes, en este particular, se prevé que el afectado no pudo conocer las razones objetivas y los hechos ciertos endilgables a él de manera particular y concreta, que dieron lugar a su retiro, situación que conduce de manera inexorable a hallar probado el vicio de anulación de ausencia de motivación del acto.

En virtud a lo anterior, dada la prosperidad del cargo de falsa motivación, esta Sala se releva del estudio de los restantes cargos de anulación  propuestos, al igual que sopesar cualesquier otro medio de prueba que condujera a demostrar las razones de la administración, ya que se insiste, estas no fueron plasmadas de manera objetiva y razonada, en forma mínima atribuible al accionante, por parte de  la administración, que conduzcan a la Sala a elaborar un juicio de valoración exhaustivo de los hechos y que amerite una evaluación ponderada de los otros medios de prueba.

Bajo esta óptica, estima esta Colegiatura, que la parte recurrente  logró desvirtuar la presunción de legalidad que ampara la Resolución 037 de 2007, suscrita por el Comandante del Departamento de Policía Huila y en consecuencia se revocará la sentencia del 29 de noviembre del 2013, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito Judicial de Neiva, que niega las súplicas de la demanda y en su lugar se dispondrá, declarar la nulidad parcial de la precitada Resolución, en lo que respecta al PT. Helman Barona Ruiz.”

FUENTE FORMAL: Art. 2º y 218 C.N./ Decreto Ley 1791 de 2000/

NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en esta providencia: Sentencia de marzo del 2003, expediente No. 05001-23-25-000-1997-1223-01(2366-02), el Consejero Jesús María Lemus./ C-525 de noviembre 16 de 1995/ C-179 de 2006/ Ley 857 de 2003/ T-638 de 2011/ SU-053 de 2015/ SU- 288 de 2015/ SU- 172 de 2016.
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Dr. ANA MARIA CORREA ÁNGEL
MAGISTRADA PONENTE

ACCIÓN: REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: JOSE CERLEY VELASQUEZ HUERTAS Y OTROS
DEMANDADO: NACIÓN MINISTERIO DE DEFENSA EJÉRCITO NACIONAL
RADICACIÓN: 41001-23-31-000-2008-00236-01
FECHA: FEBRERO 10 DE 2016

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO: No se predica cuando el daño se configura por situaciones personales y no del servicio.
“En efecto, en el sub lite no se puede predicar que el daño sufrido por los accionantes haya sido creado o propiciado por la entidad demandada o que se incumpliera alguno de los deberes legales, dado que como se deduce del cardumen probatorio, la conducta del victimario HELIO RODRIGO PLATA RODRÍGUEZ se desplegó como consecuencia de su problemático entorno personal, tal como se deduce de las declaraciones recibidas en el trámite procesal, no habiéndose demostrado el nexo causal para imputar responsabilidad a la entidad demandada.
En este horizonte de comprensión fáctico, se puede asegurar con claridad meridiana, que a pesar que es deber del Estado brindar protección a todas las personas residentes en el país, no le es imputable cualquier daño a la vida o a los bienes de las personas causados por terceros, porque las obligaciones del Estado son relativas, en tanto limitadas por las capacidades que en cada caso concreto se establezcan, dado que “nadie está obligado a lo imposible” 
Por todo lo expuesto, es claro que no existe criterio de imputación ni material, ni normativo, que permita vincular la conducta o comportamiento de la administración con los actos o hechos desencadenantes del daño, en consecuencia el hecho dañoso no le es imputable al Estado, por tratarse del despliegue de la conducta personal del agente, quien como consecuencia de su conducta propiciaba por eventos exclusivamente personales, ajeno a la prestación del servicio, de conformidad con el acervo probatorio allegado, en razón de lo cual sólo puede ser atribuible a la conducta personal de quienes participaron en el hecho que tuvo el lamentable resultado, sin que exista posibilidad de endilgarlo a la Administración Pública. 
Como colofón de lo expuesto, se presenta en el caso concreto una clara ausencia o imposibilidad de imputación, dado que el daño no es atribuible a conducta alguna de la Administración pública, esto es, no le es referible al Estado, toda vez que la culpa personal del agente constituye una eximente de imputación en los términos de análisis del artículo 90 de la Constitución Política y según los pronunciamientos precitados del H. Consejo de Estado.
Para culminar, no procede abordar el segundo problema jurídico, dado que al realizarse el análisis de responsabilidad, no se estructuran los elementos de la misma y en consecuencia se abstendrá la Colegiatura de pronunciarse sobre el mismo por sustracción de materia.
Con fundamento en las consideraciones efectuadas, considera la Sala que no hay lugar a deducir la responsabilidad patrimonial de la parte demandada y en consecuencia, el daño por cuya indemnización se demanda no es imputable a las entidad demandada y procede denegar las súplicas de la demanda.”

FUENTE FORMAL: Art. 2º y 90 C.P.


NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en esta providencia: Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 16 de septiembre de 1999; Exp. 10922/ Ver sentencias en igual sentido pronunciadas por el mismo Despacho que hoy resuelve el asunto: Sentencia del 8 de junio de 2011, Exp. 19772; Sentencia del 19 de agosto de 2011, Exp. 20436; Sentencia del 19 de agosto de 2011, Exp. 16808.
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Dr. ANA MARIA CORREA ÁNGEL
MAGISTRADA PONENTE



ACCIÓN: CONTRACTUAL
DEMANDANTE: JAIME ALBERTO MADRIGAL CALLE
DEMANDADO: MUNICIPIO DE YAGUARÁ
RADICACIÓN: 41 001 23 31 000 2006-00976 00
FECHA: FEBRERO 24 DE 2016


CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS: Terminación unilateral del contrato Estatal/ falsa motivación.


“No obstante a lo anterior, es evidente con dicho objeto contractual, que se le entregó al contratista, parte de la función administrativa que tiene que ver con el procedimiento administrativo de cobro tanto pre-jurídico como coactivo de los tributos de industria y comercio, lo que se hizo contraviniendo normas constitucionales y legales, a las que se harán referencia más adelante.

En efecto, al expresarse como razón de ser de ese contrato el que el profesional del derecho realizara la cuantificación y recaudo del impuesto de industria y comercio, significa entregarle el ejercicio de una función pública administrativa a un particular que conforme al artículo 123 de la Constitución Política, inciso final, es la ley la que debe regular y establecer el  ejercicio y el régimen aplicable a los particulares.

A merced de lo previsto en el artículo 5º numeral 5º de la ley 49 de 1987 y 91 literal d), numeral 6º de la ley 136 de 1994, el funcionario competente para tramitar la jurisdicción coactiva es el Alcalde Municipal, quien puede delegarla sólo en el tesorero municipal, luego entonces no podía entregar total ni parcialmente mediante el contrato objeto de estudio de la demanda, su prerrogativa, para que por medio del mismo se procedieran a realizar las actividades de qué trata el objeto contractual como quiera que buena parte de ellas son propias de la función pública dicha.”
(….)

A fuerza de ello se construye, que es innegable la relación de causalidad entre la actividad desplegada por el demandante y los recaudos del impuesto de industria y comercio obtenidos por el municipio demandado a cargo de la Central Hidroeléctrica de Betania por los años 1998 a 2002, pero el fruto económico de esa deuda tributaria se halló elevadísima; aspecto que a simple vista se entiende que el pago al actor de la cuota Litis pactada  ocasionaría un desequilibrio financiero para las arcas del municipio de Yaguará que traduciría en el detrimento al patrimonio público en donde finalmente los directos perjudicados sería la comunidad en general, razón por la que la expedición del acto administrativo que terminó unilateralmente el contrato de prestación de servicios está legalmente expedido como quiera que prevaleció el intereses general sobre el particular, más aun teniendo presente que en ningún momento la demandada se enriqueció sin causa a costa de los conocimientos del demandante, porque al señor Jaime Alberto Madrigal se le canceló el 25% de lo recaudado por impuestos de la empresa Interconexión Eléctrica S.A. E.P.S.

Sumado a ello, infiere la Sala, que a pesar de que en un principio se desconoció el monto a recolectar para la celebración del contrato de prestación de servicios, no es óbice para que el especialista en derecho tributario contratado Dr. Madrigal Calle no hubiera advertido o insinuado una posible suma de dinero, teniendo en cuenta que para su selección como contratista primó la experiencia e idoneidad en tributos, razón por la que debió ser prudente y atinado en el cobro de los servicios profesionales conforme las disposiciones que gobiernan el actuar del profesional del derecho y su leal saber y entender, del que pudo hacerse a una idea de la recuperación de la cartera que producirían la determinación del tributo de industria y comercio, al menos de dos grandes empresas generadoras de energía con domicilio en el municipio demandado, en consecuencia no tiene vocación de prosperidad lo alegado por el actor, por gozar de presunción de legalidad la Resolución No. 247 del 24 de agosto de 2004 que terminó unilateralmente el contrato de prestación de servicio profesionales.        
(….)
En conclusión, se demostró a lo largo del proceso que la decisión tomada por la administración municipal demandada sobre la terminación unilateral del contrato de prestación de servicio suscrito con el abogado Madrigal Calle, goza de presunción de legalidad por haberse expedido bajo los parámetros constitucionales y legales pertinentes al caso.

FUENTE FORMAL : Art. 123 C.N. / Ley 80 de 1993/ Ley 1150 de 2007/ Ley 49 de 1987/ Ley 136 de 1994/ Ley 1123 de 2007/ Decreto 196 de 1971/ Decreto 2170 de 2002.

NOTA DE RELATORÍA: Algunas providencias tenidas en cuenta en esta providencia: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 16 de agosto de 2012, expediente No.:22.822, actor: Carlos Ernesto Pérez Garzón, demandado: Empresa Nacional de Telecomunicaciones ─TELECOM─./ Sentencia del 20 de noviembre de 2007, Rad. 41 001 23 31 000 - 2001 1424-00, M.P. Enrique Dussan Cabrera, la cual fue confirmada por el Consejo de Estado el 23 de julio de 2014, Rad. 1001233100020010142402, C.P. Hernán Andrade Rincón./Corte Constitucional. Sentencia C-866 de 1999./Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Bogotá, D.C. veintidós (22) de septiembre  de dos mil cuatro (2004), Radicación número: 66001-23-31-000-1999-0902-01(13255), Actor: Sociedad Compañía Pintuco S.A., Demandado: Municipio de Dosquebradas, C. P. Héctor J. Romero Díaz.
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Dr. ANA MARIA CORREA ÁNGEL
MAGISTRADA PONENTE


ACCIÓN: REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: MARÍA NUBIA SAENZ POLOCHE Y OTROS	
DEMANDADO: E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO HERNANDO MONCALEANO PERDOMO DE NEIVA.
RADICACIÓN: 41001 23 31 000 2010 00635 00
FECHA: FEBRERO 24 DE 2016


RESPONSABILIDAD DEL ESTADO- Falla probada del servicio- Consentimiento informado.

“El anterior precedente conduce a determinar las aristas del régimen de responsabilidad aplicable al presente caso, que es sin lugar a dubitación alguna,  el de falla probada del servicio y en consecuencia, se procede a verificar si con las pruebas obrantes en el proceso se demuestra falla en la prestación del servicio médico por parte del Hospital Universitario Hernando Moncaleano Perdomo de Neiva, esto es, si se presentaron los elementos que estructuran tal título de imputación: (i) La indebida o irregular actuación de la autoridad en la prestación del servicio; (ii) La acusación de un daño y; (iii) El nexo causal entre uno y otro.

Así las cosas, corresponde a la parte actora la carga ineludible de demostrar la existencia de los elementos que estructuran responsabilidad a cargo del Estado por una falla en la prestación del servicio médico brindado.”
(….)

“A merced de tales precisiones, se concluye que el médico tratante u otro de igual jerarquía, debió diligenciar el formato, por ende le correspondía suscribirlo dando fe que informó tal como su deber lo obliga, en consecuencia, no se desprende la bilateralidad de la información que exige el documento, es decir, de un lado un médico que brinde el procedimiento a realizar, .sus riesgos de la cirugía teniendo en cuenta los escenarios clínicos particulares que se podrían ocasionar; requisito que no se erige en un simple trámite administrativo en razón a las consecuencias e implicaciones que redundan al ser humano como objeto de la atención medico asistencial y no como un formato genérico que firma el paciente.

Correspondía a la entidad demandada probar que al paciente le fueron informados los riesgos y consecuencias de la cirugía previamente a la práctica de la misma, lo cual no ocurrió en este caso. 

Es de anotar que a pesar de que la actora manifestó en interrogatorio de parte que a ella le hicieron firmar un documento cuando ya iba para cirugía y esta no llevaba sus gafas, por lo que nadie le explicó nada, la parte demandada no demostró que este consentimiento informado sí fue obtenido. 

El contexto auscultado conduce a la Sala a afirmar, que se halla acreditada la responsabilidad del Hospital Universitario Hernando Moncaleano Perdomo de Neiva, anclada en la falla del servicio, con ocasión del daño ocasionado al demandante al no permitirle conocer detalladamente los posibles riesgos de la intervención realizada y haber omitido el diligenciamiento en debida forma del formato preestablecido por la entidad, para garantizar el consentimiento informado del paciente,  por lo cual ordenará a la demandada pagar al demandante la indemnización solamente en lo que respecta a los perjuicios morales derivados de este daño, a juicio de lo expresado por la jurisprudencia del Consejo de Estado como órgano de cierre jurisdiccional, en casos análogos.

En los términos anteriormente expuestos, esta Corporación encuentra que no está demostrada la ocurrencia de una falla del servicio por parte de la entidad demandada en cuanto a la lex artis empleada en las intervenciones y tratamientos realizados a la señora María Nubia Sáenz Poloche. Sin embargo, al haberse realizado la cirugía de “Histerectomia abdominal total + salpingooforectomia bilateral”, sin suministrar la información suficiente a la paciente, se le causó un daño moral que la demandada está en el deber de resarcir.”

FUENTE FORMAL: Código Nacional de Ética Médica- Ley 23 de 1981/ Decreto 3380 de 1991.

NOTA DE RELATORÍA: Algunas providencias tenidas en cuenta en esta decisión: Consejo de Estado, Sección Tercera Subsección B, sentencia del 27 de marzo de 2014, C.P. Danilo Rojas Betancourth, rad. 25000-23-26-000-2000-01924-01 (26660)./ Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B”, del 22 de agosto de 2012, exp. 26025, C.P Danilo Rojas Betancourth Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 23 de abril de 2008, exp. 15737, C.P. Ruth Stella Correa Palacio./ Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B” sentencia del 28 de febrero de 2011, exp. 25000232600019970521801 (20027), C.P. Danilo Rojas Betancourth. 
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Dr. ROBERTO MARIO CHAVARRO COLPAS
MAGISTRADO PONENTE

ACCIÓN: TUTELA
DEMANDANTE: FRANCY HELENA OLIVEROS GONZÁLEZ
DEMANDADO: DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL - DIRECCIÓN SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIALDE NEIVA Y OTROS	
RADICACIÓN: 41 001 23 31 000 2016-00038-00		
FECHA: FEBRERO 18 DE 2016	

DESVINCULACIÓN DEL CARGO- Estabilidad reforzada por maternidad.

“Al respecto, la Sala considera que la desvinculación de la peticionaria no obedeció a un trato discriminatorio por vulneración a la estabilidad reforzada sino a una situación objetiva, válida y legítima, como es el hecho, que el cargo creado por el Consejo Superior de la Judicatura fue transitorio, esto es hasta el 31 de diciembre de 2015, situación enmarcada dentro de las facultades legales otorgadas al Consejo Superior de la Judicatura, que permiten evidenciar que la causa por la cual culminó la vinculación no se debe directamente al estado de embarazo de la señora OLIVEROS GONZÁLEZ.

Ahora, la situación de creación de cargos permanentes planteada por la demandante, contrario a lo afirmado por ella, no se constituye en una medida que haga posible su reintegro, en los términos de la sentencia de unificación de la Corte Constitucional, toda vez que revisado el Acuerdo PSAA15-10402 de 29 de octubre de 2015, en la Dirección Seccional de Neiva no fueron creados con carácter permanente, empleos de Asistente Administrativos Grado 5, lo que aunado a la expiración del término de funcionamiento y supresión del cargo que ejercía, provoca la pérdida del derecho a la estabilidad laboral reforzada una vez terminó su vinculación con la accionada, no siendo entonces procedente la pretensión de reintegro o la renovación del contrato laboral de la señora FRANCY HELENA OLIVEROS GONZÁLEZ ni su afiliación a los sistemas de seguridad en pensiones y riesgos laborales.

En lo atinente a la solicitud de pago de seguridad social en salud, debe precisarse que debido a la carencia de vinculación laboral, y como consecuencia de ello la ausencia de ingresos, es evidente que la actora sufre los efectos por su desafiliación a dicho sistema, condición que no solo hace precaria su situación y la de su futuro hijo, sino que puede poner en riesgo la vida y salud de ambos, por el simple hecho de estar privada de las atenciones médicas que requiere periódicamente por su estado de embarazo, que por demás, es de alto riesgo, y por el antecedente de cardiología que presenta, conforme historia visible a folio 17 del cuaderno, adiada 26 de octubre de 2015 en la que se precisa “SUPERVISIÓN DE EMBARAZO DE ALTO RIESGO”.

Por lo tanto, y no obstante a que el retiro de la actora obedeció a una causa válida y legal, no puede perderse de vista la especial protección que requieren ella y su hijo por nacer, y por esa razón, hay lugar, conforme al criterio jurisprudencial a que se hizo referencia, al reconocimiento de las cotizaciones respectivas al Sistema de Salud al período de gestación posterior a la terminación de su vínculo laboral hasta el momento que la  señora OLIVEROS GONZÁLEZ adquiera el derecho al reclamo de la licencia de maternidad, con el fin de que el Sistema de Seguridad Social le garantice a futuro el reconocimiento y disfrute efectivo de la prestación económica que le asiste, así como la atención integral del servicio de salud que requieren ella y su hijo, amparo que surge a partir de varios mandatos constitucionales y, en especial, de lo prescrito en los artículos 13, 43 y 53 del texto superior.

DECISIÓN EN EL CASO CONCRETO
“Conforme a lo anterior, la Sala procederá a amparar los derechos a la salud y seguridad social de la señora FRANCY HELENA OLIVEROS GONZÁLEZ, y se ordenará a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial –Dirección Seccional de Administración Judicial de Neiva, a seguir realizando el pago a la seguridad social en salud a la actora hasta tanto ésta adquiera el derecho a la licencia de maternidad, teniendo en cuenta que mediante oficio de 15 de febrero de 2016 (fl. 101 – 103), la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – Dirección Seccional de Administración Judicial de Neiva, allegó certificación de pago de aportes al sistema de salud de la accionante en virtud de la medida provisional ordenada por el Magistrado Ponente. 

Como consecuencia de esto último, se advierte un hecho superado en cuanto a la afirmación de la accionante relacionada con la desafiliación al Sistema de Seguridad Social en Salud, toda vez que, reanudado el pago, debió reactivarse la atención periódica y urgente que aquella requiere. Sin embargo, teniendo en cuenta que la EPS SANITAS no allegó el informe solicitado ni certificó estar brindando los servicios médicos a la demandante con ocasión a los pagos realizados por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – Dirección Seccional de Administración Judicial de Neiva en virtud de la medida provisional decretada, ante la determinación del embarazo de alto riesgo que presenta la actora, la Sala considera pertinente exhortar a la entidad prestadora de salud, para que garantice la continuidad en la prestación de los servicios que ésta requiere. “ 
No obstante, se negarán las demás pretensiones invocadas por la actora, tales como la solicitud de reintegro, afiliación a los sistemas de seguridad social en pensiones y riesgos laborales, y al reconocimiento y pago de los salarios causados desde la fecha de su desvinculación, por las razones expuestas en precedencia. 

De igual forma se exonerará de los efectos de este fallo a las entidades Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y Ministerio de Hacienda y Crédito Público que fueron vinculadas a esta acción en el auto admisorio de la misma.”

FUENTE FORMAL: Art. 43 y 53 C.P./ Art. 239 C.S.T./ Decreto 2591 de 1991 

NOTA DE RELATORÍA: Algunas sentencias tenidas en cuenta en esta decisión: T-082 de 2012/ T-1040 de 2006/ SU-070 de 2013.
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Dr. ROBERTO MARIO CHAVARRO COLPAS 
MAGISTRADO PONENTE


ACCIÓN: REPARACIÓN DIRECTA.
DEMANDANTE: HUMBERTO CALDERÓN ARANDA
DEMANDADO: MUNICIPIO DE PITALITO (HUILA)
RADICACIÓN: 41 001 33 31 004 2008 00220 01		
FECHA: FEBRERO 24 DE 2016

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO- Culpa exclusiva de la víctima.
“Siendo que para el presente caso no se preciaron los grados de inclinación de la anunciada pendiente huelga reafirmar que no existe prueba concluyente al respecto, toda vez que –se insiste- el informe allegado al proceso le faltó la rigurosidad en detalles propios del mismo,  que le hubieran dado al fallador luces para entenderlo a cabalidad, pues de ello definiría en gran parte las razones a los involucrados y se estructurarían las responsabilidades a quien eventualmente las tuviere. 
De suerte que debido a estas debilidades técnicas y científicas no pueden emergen circunstancias que nos ayuden a despejar el interrogante planteado pero en favor del demandante, y por el contrario emergen pruebas que conducen a desdibujar su tesis, como veremos de seguido:
“Así las cosas se hacía necesario por parte del a quo establecer de manera objetiva cuál fue la actividad o inactividad del ente demandado que guardó el necesario nexo de causalidad con el daño y que permite imputarle responsabilidad a aquél, relación jurídica que acá no se dio; pues para el criterio de la Sala -conforme lo antes visto-  en el presente caso efectivamente se configuró la CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA, al no cumplir con lo establecido en la citada Ley 769 de 2002.”
“De esta manera, la causa determinante del daño es atribuible de manera exclusiva a la víctima, quien de manera negligente se expuso al riesgo al conducir el velocípedo (sin las medidas de seguridad exigidas por la Ley y sin tomar las correspondientes medidas preventivas al transitar con el mismo) por lo que desconoció el deber de cuidado que le correspondía.
“Así las cosas, aunque se encuentra debidamente probado que ambos conductores al momento de sufrir el percance, transgredían normas del Código Nacional de Tránsito Terrestre conforme ha quedado expuesto, la carga sobredimensionada que movilizaba la motocicleta de placas WNB 57ª conducida por el señor DIEGO FERNANDO TORRES PARRA, si bien constituye una contravención de tránsito, no necesariamente (probatoriamente hablando) fue la causante del siniestro bajo análisis, siendo que -de cualquier forma- la conclusión adoptada en la sentencia recurrida es por demás desacertada por carecer de soportes probatorios objetivos pues en la demanda ni siquiera se precisa cuál era la orientación cardinal y la vía exacta por la que se trasladaban las máquinas siniestradas, por lo que deberá ser revocada, habida cuenta que -conforme ha quedado probado- la causa eficiente del daño fue la conducta negligente adoptada por la misma víctima, siendo ello una clara razón eximente de responsabilidad. 
DECISIÓN EN EL CASO CONCRETO:
En este orden de ideas, existe mérito para revocar la sentencia impugnada y en su lugar absolver a la entidad territorial demandada.”

FUENTE FORMAL: Art. 90 C.P.
NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las providencias tenidas en cuenta en esta providencia:”CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION A Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA Bogotá D.C., dieciocho (18) de febrero de dos mil quince (2015) Radicación número: 25000-23-26-000-1998-02725-02(29794) Actor: ILMA BAQUERO GARZON Y OTROS Demandado: DISTRITO DE BOGOTA, INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO –IDU.”
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Dr. ROBERTO MARIO CHAVARRO COLPAS 
MAGISTRADO PONENTE


ACCIÓN: ACCIÓN POPULAR.
DEMANDANTE: ADADIER PERDOMO URQUINA
DEMANDADO: MUNICIPIO DE ACEVEDO Y OTROS
RADICACIÓN: 41 001 23 31 000-2010-00447-00		
FECHA: FEBRERO 24 DE 2016

ACCIÓN POPULAR – Mantenimiento PNN cueva de los guácharos  / protección de la cuenca del río Suaza / promoción turística, investigación científica, la educación ambiental y desarrollo humano sostenible. 

“Las acciones populares tienen por objeto la protección y defensa de los derechos e intereses colectivos relacionados en el artículo 4º de la Ley 472 de 1998, por causa de cualquier acción u omisión de las autoridades que vulneren o amenacen violar los derechos colectivos (artículo 9º ibídem). 
Los derechos e intereses colectivos susceptibles de esta acción son todos aquellos definidos como tales en la Constitución Política, las leyes ordinarias y los tratados de derecho internacional celebrados por Colombia, como por ejemplo, los mencionados en el artículo 4º de la Ley 472 de 1998.

El artículo 2º inciso 2º de la Ley 472 de 1998, en desarrollo del artículo 88 de la Constitución Política, dispone que las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible; y al tenor del artículo 9º ibídem, esas acciones proceden contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares que hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses colectivos.
De acuerdo con lo anterior, los supuestos sustanciales para la procedencia de la acción popular son: a) una acción u omisión de la parte demandada, b) un daño contingente, peligro, amenaza, vulneración o agravio de derechos o intereses colectivos, peligro o amenaza que no es en modo alguno el que proviene de todo riesgo normal de la actividad humana y, c) la relación de causalidad entre la acción u omisión y la señalada afectación de tales derechos e intereses; dichos supuestos deben ser demostrados de manera idónea en el proceso respectivo.”

“Del material probatorio es fácil concluir que el PNN Cueva de los Guácharos desde que fue consagrado como el primer Parque Nacional Natural del país en el año 1960 y declarado como Reserva de la Biosfera desde 1980, tiene una importancia nacional y regional como proveedor de bienes y servicios ambientales y como polo de desarrollo en lo que tiene que ver con el ecoturismo, la investigación científica, la educación ambiental y el desarrollo humano sostenible. 

Su inclusión como parte del anillo eco turístico del Huila junto con los demás centros culturales y ecológicos de este Departamento, ha permitido que las administraciones nacional, departamental y municipal, aúnen esfuerzos para acabar las problemáticas que se presentan en sus jurisdicciones, para efectos de materializar el mandato constitucional de garantizar la protección de una zona de importancia estratégica ambiental como lo es el PNN Cueva de Los Guácharos.

Como vemos, en cada uno de los niveles, así como la gestión de la autoridad ambiental en el Departamento del Huila, la protección y conservación del parque, han sido objetivo primordial en los planes de desarrollo y en los planes de manejo de las entidades, por tanto, se reitera, la afirmación del actor popular no cuenta con sustento que permita  acceder a su pretensión.”
(…)
“En consecuencia y atendiendo los pronunciamientos del Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo en materia de fuentes hídricas como elemento de desarrollo sostenible, se establecerán medidas de protección respecto de la Cuenca del Río Suaza, las cuales deberán ser abordadas por las entidades responsables conforme a sus competencias. Así, como primera medida, la Sala ordenará al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible – UAE del Sistema de Parques Naturales Nacionales que, dentro de los dos meses contados a partir de la ejecutoria de esta sentencia,  inicie y ejecute, en no más de seis meses, si aún carece de ellos, los programas y proyectos específicos que se hagan necesarios, en dirección a la recuperación y conservación de la cuenca del Río Suaza que recorre el PNN Cueva de los Guácharos como Área Especial Protegida de la Nación, asumiendo el liderazgo institucional; haciendo uso de la potestad de convocatoria e intervención directa que legalmente le atañe; y ejerciendo las atribuciones de coordinación que le son propias respecto  de  la Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena - CAM, en  la  órbita  de cumplimiento  de  las funciones que le competen a esta última como autoridad ambiental en el Departamento del Huila. 

De igual forma, para efectos que el Río Suaza recobre y conserve su biodiversidad en condiciones que garanticen un concepto integral de desarrollo sostenible y conservación integra del ambiente,  se ordenará a la Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena – CAM y al municipio de Acevedo, con el obligado acompañamiento del Departamento del Huila, a acometer de manera inmediata, coordinada y armónica las medidas técnicamente exigibles, jurídicas y presupuestalmente viables, a fin de atender y mitigar riesgos,  eventos  e impactos generados por el vertimiento de la aguas residuales y sin tratamiento a la cuenca del Río Suaza en las inspecciones de San Marcos, San Adolfo y Acevedo, que hacen parte de la zona de influencia del PNN Cueva de los Guácharos, y dar solución paulatina pero irrevocable a los problemas que integran el cuadro complejo que, en esencia, afectan ese corriente tributaria del Río Magdalena y que fueron determinadas en las visitas practicadas el 18 de enero de 2011 (fl 771-779) y los días 5 y 6 de noviembre de 2014 (935-945). Para dar cumplimiento a esta ordenación, las mencionadas entidades deberán actuar en el marco de sus respectivas competencias; en los aspectos que dispongan de recursos humanos, económicos, técnicos, tecnológicos o de equipos, en acatamiento de la jerarquía señalada dentro del Sistema Nacional Ambiental, SINA, conforme lo dispone el parágrafo del artículo 4° de la Ley 99 de 1993; y siguiendo las políticas y directrices trazadas por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible – UAE del Sistema de Parques Naturales Nacionales, para lo cual se concede un término de cuatro meses, contados a partir de la ejecutoria de la presente sentencia y doce meses para su conclusión.

De igual manera, para el cumplimiento de lo aquí ordenado, las entidades comprometidas harán todos los ajustes y gestiones que resulten necesarios dentro de sus respectivos planes de desarrollo, o en los programas o proyectos que les dan ejecución, así como en sus respectivos presupuestos.

Por otra parte, y teniendo en cuenta que en el plenario no se demostró que el servicio de alcantarillado en el Municipio de Acevedo y su área rural fuera prestado por una empresa de servicios públicos domiciliarios, el ente territorial, en lo que se relaciona con la competencia propia de ejecutar las obras de infraestructura para la separación de las aguas de origen pluvial de las aguas procedentes del alcantarillado, en coordinación y con el apoyo de las demás entidades declaradas responsables y de manera principal de la CAM, si a la fecha de esta sentencia no lo ha hecho, deberá llevar a cabo todas las acciones administrativas, presupuestales y contractuales a fin de ejecutar las obras que garanticen la prestación eficiente y oportuna  del sistema de alcantarillado, garantizando el no vertimiento de aguas residuales y sin tratamiento al Río Suaza en su jurisdicción. 

Toda vez que el Departamento del Huila, el 30 de diciembre de 2015 celebró contrato de obra para “CONSTRUCCIÓN ALCANTARILLADO CENTRO POBLADO SAN MARCOS MUNICIPIO DE AVECEDO HUILA CENTRO ORIENTE”  por valor de $1.672.138.165.oo, este ente territorial, a través de la dependencia encargada del manejo ambiental, deberá reportar al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y a la Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena - CAM la información con la que cuenta y que sea necesaria para lograr los objetivos del POMCH del Río Suaza. Así mismo deberá informar al comité de verificación que se creará a partir de esta sentencia, el cumplimiento de cada una de las etapas contractuales y de las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental de la obra, a fin de verificar que la misma no afecte la cuenca hidrográfica que se pretende proteger.

Igualmente, dentro de las medidas que la Sala impartirá a fin de dar cumplimiento a esta sentencia, se hará extensiva la responsabilidad de conservación ambiental de la cuenca del Río Suaza a toda la comunidad que la habita o circunda y a quienes visitan en calidad de turistas o por cualquier otro motivo el PNN Cueva de los Guacharos en el municipio de Acevedo y su área rural, de manera que cese toda eventual contribución al daño ecológico que padece actualmente la fuente hídrica, intensificando las campañas de sensibilización frente a la necesidad de conservación del ambiente y consolidación de un espíritu de preservación de este patrimonio natural nacional. Para tal efecto, las entidades cuya responsabilidad se declara mediante la presente providencia, velarán por el íntegro cumplimiento de esta obligación, dentro del ámbito de sus respectivas competencias constitucionales y legales.

Por último, teniendo en cuenta que para el caso sub examine, en virtud de lo dispuesto en la normatividad ambiental a que se ha hecho referencia  en este acápite, es el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible – UAE del Sistema de Parques Naturales Nacionales a quien corresponde implementar las políticas de conservación del medio ambiente; y, el Departamento del Huila, el Municipio de Acevedo y la Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena - CAM son las entidades que deben ejecutar los programas, proyectos y tareas necesarios para conservar el medio ambiente en el sector de Acevedo y que colinda con el PNN Cueva de los Guácharos, resulta procedente la exoneración de las entidades Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, y Ministerio de Defensa-Policía Nacional de los efectos de la sentencia.”

“(…) La Sala considera pertinente precisar que la acción popular no debe prosperar cuando se ha superado la afectación de los derechos e intereses colectivos y es imposible o innecesario restituir las cosas a su estado anterior, por dos razones. De un lado, porque la orden judicial dirigida a protegerlos sería inocua y carecería de sentido exigir que se efectuara o se omitiera algo que ya se cumplió. De hecho, el juez no solamente debe garantizar la efectividad de los derechos e intereses colectivos sino también debe propender por la razonabilidad y coherencia de sus decisiones. De otro lado, porque al analizar el artículo 2º, inciso segundo, de la Ley 472 de 1998 se evidencia que, por regla general, la acción popular tiene una naturaleza preventiva y solamente tiene una finalidad restitutoria cuando es posible retrotraer las cosas a su estado anterior. Luego, en aquellos casos en donde no es posible acudir a la restitución y el daño causado ya se consumó, deben denegarse las pretensiones por carencia de objeto. (…)” 

FUENTE FORMAL: Ley 1333 de 2009/ ley 472 de 1998/ ley 142 de 1994/ ley 99 de 1993/ ley 2811 de 1974/ ley 1450 de 2011/ ley 2811 de 1974/ ley 270 de 1996/ ley 2 de 1959/ decreto 1640 de 2012/ decreto 2631de 1960/ decreto 1383 de 1940/ decreto 2278 de 1953/ decreto 877 de 1976/ Constitución Nacional. 

NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en ésta providencia: C- 746 de 2012 / C- 339 de 2002 / T- 282 de 2012 / C- 703 de 2010 / Sección Quinta del Consejo de Estado (AP-083) providencia de 27 de marzo de 2003. 
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ACCIÓN: REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: SANDRA AROCA RAMÍREZ Y OTROS.
DEMANDADO: NACIÓN – MIN. DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL Y OTROS.
RADICACIÓN: 41 001 33 31 001 2007 00219 01		
FECHA: ABRIL 27 DE 2016

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO-  Falla del servicio/ Daño antijurídico producto de error en el diagnóstico generando un embarazo pre término. 

“En el sub lite, el daño (deceso del niño MIGUEL ÁNGEL ACUÑA AROCA) constituye un suceso que normalmente no ocurriría y se presentó por la ausencia de un parámetro mínimo de diligencia y cuidado; fue originado a causa de la valoración de los agentes de las entidades demandadas, entendiéndose por tales a los entes de salud que tuvieron a cargo la cesárea o procedimiento quirúrgico, quienes erraron de manera crasa en la determinación de la edad gestacional del bebé, al afirmarse sin la menor anfibología que se trataba de embarazo a término, cuando la realidad era diametralmente disímil.
	
Por consiguiente, al margen de que pudiera estarse en presencia de un embarazo considerado como de alto riesgo obstétrico, lo cierto es que como lo refiere la historia clínica prenatal, se encontró una valoración del 4 de abril del 2005, otra del 6 de mayo del 2005 y otra del 24 de mayo del 2005 en la que se informaba el diagnóstico de un embarazo de 23, 27 y 30 semanas respectivamente, lo cual indica una secuencia hilvanada y correcta del tiempo de gestación; por ende, se insiste, los hechos hablan por sí solos en el asunto sub lite, puesto que ni la Doctora YADDY ÁNGELA DÍAZ ni el Hospital Hernando Moncaleano Perdomo atendieron la realidad allí plasmada, sino que más bien mantuvieron sin duda la equivocada convicción de que la paciente debía ser sometida de manera inmediata a una cesárea. Como se desprende de lo anterior, la anormalidad del daño deviene de lo sencillo que resultaba para el cuerpo médico de las entidades demandadas la actualización del conocimiento en relación con la determinación del diagnóstico correcto, toda vez que bastaba simplemente leer las historia de los controles prenatales, lo que sin duda, y ante la incertidumbre generada en cuanto al tiempo de gestación, la práctica una ecografía (ultrasonido) y/o un continuo monitoreo fetal que hubieran descartado la posibilidad de que se tratara de un embarazo a término…”
(…)

“En conclusión, en el asunto concreto la Sala revocara la decisión apelada, toda vez que se logró establecer que las entidades demandadas  causaron un daño antijurídico que, dada su connotación de anormal y excepcional es suficiente para considerar configurada la imputación del mismo en cabeza de ellas, todo lo anterior con fundamento en las reglas de la experiencia científica, objetiva y estadística, que permiten inferir sin requerir un conocimiento especializado sobre la materia, que el yerro cometido se produjo por una equivocada convicción que pudo ser fácilmente superada, lo cual hubiera evitado la producción del evento dañoso.  

A lo largo de este pronunciamiento se ha reiterado que la responsabilidad recae en las entidades demandas, entendiendo por tales al MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL y al HOSPITAL UNIVERSITARIO HERNANDO MONCALEANO PERDOMO DE NEIVA, ello en razón a que, en tratándose del Departamento del Huila, la Sala está de acuerdo con el juicio de valor realizado por el a quo, en cuanto a su total independencia y autonomía, tanto administrativa como financiera respecto los otros entes demandados, coligiéndose  por contera que ninguno de sus agentes participó en la producción del daño, siendo esto quizás lo único en lo que se identifican la tesis jurídicas expuestas en ambas instancias. En tratándose del Departamento del Huila, la Sala mantendrá la decisión proferida en primer instancia, en el sentido exonerarla de responsabilidad.”

FUENTE FORMAL: Artículo 90 de la Constitución Política de Colombia / Diccionario Médico Ilustrado MELLONI / Ley 446 de 1998. 

NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en ésta providencia: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 13 de mayo de 2009, exp. 15.033 M.P. Ruth Stella Correa Palacio./Sentencia de 17 de agosto de 2000, exp. No. 12.123.  / Sentencia de  7 de diciembre de 2004, exp: 14.767.Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Tercera, sentencia de unificación jurisprudencial del 28 de agosto de 2014, Exp. 26.251, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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ACCIÓN: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE: LUIS ENRIQUE VIVEROS SÁNCHEZ
DEMANDADO: NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN	
RADICACIÓN: 41 001 23 33 000 2015 00915-00	
FECHA: FEBRERO 2 DE 2016

ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO -  Incompetencia del  Tribunal Administrativo del Huila por factor territorial.

“En virtud de lo anterior, y dado a que según lo indicado por el apoderado de la parte actora, el señor Luis Enrique Viveros Sánchez se desempeñó como Fiscal delegado ante el Tribunal Superior de Villavicencio (1 de marzo de 2005 al 2 de junio de 2008) y ante el Tribunal Superior de Pasto  (3 de junio de 2008 al 31 de octubre de 2008); esta Corporación carece de competencia para conocer del presente proceso por razón del territorio, ya que por tratarse de un asunto de carácter laboral, este debe ser conocido por el Tribunal Contencioso Administrativo de Nariño, por ser el último lugar donde el actor prestó sus servicios como Fiscal Delegado.”
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ACCIÓN: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP
DEMANDADO: JUVENAL MOSQUERA MOSQUERA	
RADICACIÓN: 41 001 23 33 000 2012 00241 00	
FECHA: FEBRERO 4 DE 2016

PENSIÓN GRACIA- Procedencia- requisitos

“La pensión gracia, establecida por virtud de la Ley 114 de 1913, comenzó siendo una prerrogativa gratuita que reconocía la Nación a cierto grupo de docentes del sector público: los maestros de educación primaria de carácter regional o local; grupo que luego, cuando se expidieron las Leyes 116 de 1928 y 37 de 1933, se amplió a los empleados y profesores de las escuelas normales, a los inspectores de instrucción pública y a los maestros de enseñanza secundaria de ese mismo orden. Y se dice que constituye privilegio gratuito porque la Nación hace el pago sin que el docente hubiese trabajado para ella.” 
(…) 
“5.4Si bien en audiencia inicial del 16 de octubre de 2013 se declaró de oficio la excepción de falta de jurisdicción indicándose que la Resolución No. 34633 del 27 de octubre de 2005 no era susceptible de ser juzgada en el presente asunto por tratarse de un acto de ejecución, en tanto que daba cumplimiento a un fallo de tutela, el Consejo de Estado en recientes pronunciamientos ha establecido que como quiera que la acción de tutela lo que pretende es la protección de derechos fundamentales y el juez de tutela no es el juez natural para determinar la procedencia del reconocimiento o reliquidación de una prestación económica como la pensión, las entidades pueden someter estos actos administrativos a un control de legalidad por parte del juez contencioso administrativo, en su calidad de juez natural.”
 (…)
“5.5. En conclusión se declarará la nulidad –como se indica seguidamente- de las Resoluciones No. 017313 del 23 de diciembre de 1996, y la No. 34633 del 27 de octubre de 2005, expedidas por la Caja Nacional de Previsión Social EICE, en cuanto hizo un reconocimiento de pensión gracia y se le reliquida, al señor Juvenal Mosquera Mosquera.”

FUENTE FORMAL: CPACA / ley 114 de 1913 / ley 116 de 1928 / ley 37 de 1933 / ley 91 de 1989 / ley 43 de 1975 / ley 91 de 1989. 

NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en ésta providencia: Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección "a". C.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Octubre 12 de 2011. Radicación número: 25000-23-25-000-2008-01127-01(0292-11). Actor: Isaac Sánchez Gómez. Demandado: Caja Nacional de Previsión Social – Cajanal / Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Sentencia del 29 de enero de 2015. C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Rad. 41001 23 33 000 2012 00092 01 (0979-14) / Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Providencia del 6 de marzo de 2014. C.P. Alfonso Vargas Rincón. Rad. 41001233300020120024101. Demandante: UGPP. Demandado: Juvenal Mosquera Mosquera.
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ACCIÓN: CUMPLIMIENTO 
DEMANDANTE: Jaime Eduardo Arias Ilian
DEMANDADO: Municipio de la Plata	
RADICACIÓN: 41 001 23 33 000 2016 00062 00
FECHA: FEBRERO 15 DEL 2016

ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO- Competencia para su conocimiento.

“Ahora bien, en el presente asunto la parte actora pretende el cumplimiento de lo establecido en el decreto 199 de 2014, y por lo tanto se incluya en el acuerdo No. 10-010 de 2014 proferido por el Concejo Municipal de la Plata Huila el cual “establece la escala salarial para las distintas categorías de empleos de la empresa social del estado san Sebastián de la Plata”, el valor correspondiente a la totalidad de los grados establecidos en dicho decreto. 

En razón a que la presente acción de cumplimiento va dirigida contra una autoridad de carácter municipal, el Tribunal carece de competencia para conocer de la presente demanda, pues esta corresponde a los jueces administrativos en primera instancia.”

FUENTE FORMAL: Ley 1437 de 2011 Artículos 152-155.



[image: http://www.ramajudicialdelhuila.gov.co/newSite/administrativo/images/magistrados/magistrado5.jpg]
Dr. ENRIQUE DUSSÁN CABRERA
MAGISTRADO PONENTE


ACCIÓN: TUTELA
DEMANDANTE: EFRAÍN HOYOS GALINDO.
DEMANDADO: UGPP
RADICACIÓN: 41 001 33 33 004 2016 00001 01
FECHA: MARZO 3 DE 2016


ACCIÓN DE TUTELA – Improcedencia – existencia de otro medio de defensa judicial. 
“Lo anterior hace improcedente la tutela, acotando además que el actor dispone de otro medio de defensa judicial como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, pues es un hecho que interpuso el recurso de apelación, como lo exige el artículo 76 de la ley 1437 de 2011agotando ésta exigencia y si bien la entidad demandada considera que fue extemporáneo, tal discusión es propia de ser definida en la vía judicial como primer aspecto a decidir, y de tener la razón se pasaría a analizar sus derechos que reclama en el escrito de apelación, pues ese es el trámite dentro del mencionado medio de control.
En otras palabras, culminada como se halla la actuación administrativa, con la declaratoria de extemporáneo del recurso de apelación, el actor tiene la vía procesal contenciosa administrativa, donde inicialmente discutirá la ilegalidad de la decisión de extemporaneidad y luego, dentro de la misma demanda el derecho sustancial que alega tener.
En consecuencia, por las dos razones anteriores resulta improcedente la solicitud de tutela de los derechos reclamados por el demandante, por lo que se revocará la decisión del a quo”

FUENTE FORMAL: Artículo 37 del Decreto 2591 de 1991/ Constitución Nacional. 
NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en ésta providencia: Sentencia T-643/14, la cual se apoya entre otras en la SU 961 de 1999/ T 416 de 1997. 
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ACCIÓN: ELECTORAL 
DEMANDANTE: ELSA MAGDIELY GARCÍA
DEMANDADO: HEIDY LORENA SÁNCHEZ CASTILLO	
RADICACIÓN: 41 001 23 33 000 2016 00080 00
FECHA: MARZO 9 DE 2016


NULIDAD ELECTORAL- Admite demanda/ niega solicitud de medida cautelar suspensión provisional del acto demandado.

“Del anterior análisis se desprende que en el presente asunto no puede inferirse la existencia de certeza frente a la violación de las normas en que debería fundarse el acto demandado, toda vez que si bien la Resolución que convoca al concurso de méritos desconoce el Acuerdo expedido por el Concejo municipal, se halla fundamentada en norma superior que el Acuerdo y  es finalmente la primera la que reglamenta todo el concurso y fija los valores a asignar a cada prueba y a la que deben ajustarse todas las partes, tanto administración como participantes.
A su vez el Acuerdo No. 021 del 28 de septiembre de 2015, instituye y reglamenta el concurso público y abierto de méritos para la elección del cargo de Personero municipal de Neiva de manera general.
Lo anterior conlleva a que no se puede determinar la certeza de la vulneración de normas superiores de la resolución y por ende del debido proceso que motive la suspensión provisional de la elección de la Personera municipal; por tanto se denegará la suspensión provisional pedida por la parte actora.”

FUENTE FORMAL: Artículos 152, 229, 230, 231, 277, 296 del CPACA
[image: http://www.ramajudicialdelhuila.gov.co/newSite/administrativo/images/magistrados/magistrado6.jpg]
Dr. GERARDO IVÁN MUÑOZ HERMIDA 
MAGISTRADO PONENTE


ACCIÓN: REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: MARÍA NUBIA MEDINA BERNAL Y OTROS
DEMANDADO:   MUNICIPIO DE PALESTINA
RADICACIÓN: 41001 33 31 002 2012 00167 01		
FECHA: FEBRERO 10 DE 2016


RESPONSABILIDAD DEL ESTADO- Culpa exclusiva de la víctima.


“En consecuencia, encuentra la Sala acreditada la culpa exclusiva de la víctima, circunstancia que rompe el nexo de causalidad entre la actuación del Municipio de Palestina y la muerte del señor JOSÉ EVERARDO PARDO VALDERRAMA, debido a que pese a su experiencia y a las expresas indicaciones plasmadas en su manual de funciones, referentes al procedimiento a seguir en caso de fallas mecánicas, la víctima voluntariamente adelantó maniobras desconociendo las medidas mínimas de seguridad, teniendo en cuenta las características del vehículo de carga pesada a su cargo y el terreno inclinado donde ocurrieron los hechos, circunstancias que fueron determinantes para que se presentara el accidente. 

Esta conducta conforme lo ha explicado la jurisprudencia, constituye para la administración un acontecimiento imprevisible e irresistible, que anula la exigida relación de causalidad entre el deber y el actuar imputable a la administración con el daño, concurriendo de manera necesaria y exclusiva en la realización del daño.” 

(…)

“Por lo tanto, al establecerse la configuración de la causal eximente de responsabilidad consistente en culpa exclusiva de la víctima, circunstancia que impide estructurar la imputación jurídica del daño en contra de la entidad pública demandada como elemento para deducir su responsabilidad patrimonial, la Sala confirmará la sentencia apelada.” 

FUENTE FORMAL: Código Contencioso Administrativo.


NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en ésta providencia: Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera Subsección A. Sentencia del 10 de marzo de 2011. M.P. Mauricio Fajardo Gómez. De esta misma Corporación ver también las sentencias de la Sección Primera, proferidas el 30 de agosto de 2007 y el 25 de marzo de 2010. M.P. Lafont Pianeta; y la sentencia de febrero 3 de 2002, Exp. 12.497. (Cita intern) / Corte Constitucional. Sentencia del 29 de marzo de 2012.Expediente T-269. MP. Luis Ernesto Vargas Silva / Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 26 de marzo de 2008, Expediente 16.061 (R.3681), MP: Myriam Guerrero de Escobar. / Sentencia de 8 de marzo de 2007, expediente 27.434, MP: Mauricio Fajardo Gómez. / Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 2 de mayo de 2007, exp. 24.972, reiterada en sentencia del 11 de febrero de 2009, exp. 17.145, entre muchas otras.
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ACCIÓN: REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: ALEXANDER LÓPEZ TÉLLEZ Y OTROS
DEMANDADO:   INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS – INVIAS
RADICACIÓN:41001 33 31 002 2009 00128 01		
FECHA: MARZO 30 DE 2016

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO – No prueba la falla del
servicio.

“Es así que, aunque esté acreditada la presencia de los huecos en la vía, lo cierto es que la maniobra de cambiar de carril efectuada por el conductor de la camioneta no fue por evadir un hueco o por haber perdido el control del vehículo al caer en un hueco, sino por adelantar a unos ciclistas, por lo tanto, en este aspecto, se acoge el eximente de responsabilidad de culpa de un tercero alegada por la parte demandada, pues en verdad el conductor de la camioneta, previo a efectuar la maniobra de adelantamiento de los ciclistas debió cerciorarse de que podía efectuar el referido adelantamiento, colocando las señales respectivas o esperar a que el vehículo que venía detrás suyo terminara de adelantarlo si era que el mismo ya había iniciado la maniobra de adelantamiento, lo que podía verificar observando los espejos retrovisores. De manera que, independientemente de cual haya sido la causa para que el conductor de la camioneta invadiera el carril izquierdo de la vía por la que transitaba, es decir, si fue por esquivar un hueco o por adelantar a unos ciclistas, lo cierto es que previo a ello debió tomar las precauciones del caso y no, de manera imprudente, invadir el carril que ya venía siendo ocupado por otro vehículo que pretendía adelantarlo.

En este orden de ideas, la parte demandante, no logro acreditar el supuesto necesario para estructurar el título de imputación de responsabilidad bajo la falla del servicio, esto es la actuación irregular del INVIAS, mediante instrumentos de convicción válidos. Sin embargo, la parte actora no aportó las pruebas necesarias para ser valorados en este sentido. 

Encuentra pertinente la Sala afirmar su conclusión en el principio de la carga de la prueba consagrado en el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil:

“ARTÍCULO 177. CARGA DE LA PRUEBA. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba.”

Entendido por la doctrina en dos ángulos: de un lado, la autorresponsabilidad que les incumbe a las partes de probar los hechos que sirven de fundamento a las consecuencias de derecho buscadas con el actuar procesal, sin que pueda trasladarse al juez esta obligación y de otro lado, una regla de juicio que indica al juez cómo debe fallar cuando no aparezcan probados tales hechos. 

Tal principio está fincado además en el principio de necesidad de la prueba, según el cual el juez sólo conoce los hechos por medio de pruebas eficaces, oportuna y regularmente allegadas al proceso, con respeto a las normas procesales.

En el caso concreto era carga de la parte actora probar los hechos como supuesto que sustenta a manera de causa petendi lo pretendido, situación que desatendió, pues no desplegó su actividad probatoria en forma adecuada, lo que sucede aportando las pruebas pertinentes e idóneas para demostrar fácticamente la presunta falla cometida, circunstancia que impide estructurar la imputación jurídica del daño en contra de la entidad pública demandada como elemento para deducir su responsabilidad patrimonial, la Sala confirmará la sentencia apelada.”

FUENTE FORMAL: CPACA / Código de Procedimiento Civil / Decreto 2171 de 1992 / Decreto 1735 de 2001.

NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en ésta providencia: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 26 de marzo de 2008, Expediente 16.061 (R.3681), MP: Myriam Guerrero de Escobar. / Sentencia de 8 de marzo de 2007, expediente 27.434, MP: Mauricio Fajardo Gómez. / Sentencia del veintiocho (28) de enero de dos mil quince (2015), radicación número: 52001-23-31-000-2002-00431-01(31007)
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ACCIÓN: TUTELA 
DEMANDANTE: JAIME RODRÍGUEZ TRIVIÑO
DEMANDADO:INSTITUTO DE TRANSPORTE Y TRÁNSITO DEL HUILA
DEMANDADORADICACIÓN:   41 001 33 33 00232016-00095-01		
FECHA: FEBRERO 12 DE 2016.


ACCIÓN DE TUTELA –  Naturaleza subsidiaria/  sanciones impuestas por  autoridades de tránsito susceptibles de ser llevadas ante la jurisdicción contenciosa administrativa.

“En razón a que él mismo afirma que se enteró del acto sancionatorio el 21 de octubre de 2015; es menester colegir que en ese momento el referido instrumento de defensa judicial aún no había caducado. Siendo del caso resaltar, que en ejercicio del mismo pudo formular los reparos que esgrimió en la petición de amparo. Incluso, solicitar la suspensión provisional.   
Dada la naturaleza residual y subsidiaria de la tutela, ésta se torna improcedente cuando el accionante tuvo a su alcance un medio de defensa judicial y no lo ejerció en la oportunidad legal. Al respecto, así hubo de referir la H. Corte Constitucional:”
(…)
“d.- Ahora bien, aunque la tutela procede como mecanismo transitorio para precaver un perjuicio irremediable; en el sub lite el amparo no se instauró con dicho propósito, aunado al hecho de que el perjuicio debe estar debidamente acreditado en el expediente:”
(…)
“En ese orden de ideas, es menester revocar el fallo impugnado y declarar la improcedencia del amparo.” 

FUENTE FORMAL: Código Contencioso Administrativo y de lo Contencioso Administrativo / Ley 769 de 2002.

NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en ésta providencia: Corte Constitucional, sentencia T- 038 de Enero 30 de 2014, M. P. Dr. Mauricio González Cuervo / Corte Constitucional. Sentencia T-486 de Noviembre 1 de 1995, M. P. Dr. Hernando Herrera Vergara / Actor Álvaro García Velásquez   vs Tribunal Administrativo de Caldas. Radicación 11001-03-15-000-2013-02588-01(AC). C.P. Dr. Susana Buitrago Valencia.
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Dr. Ramiro Aponte Pino  
Magistrado ponente

ACCIÓN: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 
DEMANDANTE: CARIDAD DEL ROSARIO VEGA AHUMADA 
DEMANDADO: MUNICIPIO DE NEIVA 
RADICACIÓN: 410013333005-2013- 00420-01
FECHA: 23 DE JUNIO DE 2016

DESCRIPTOR/ RESTRICTOR: Docentes Nacionalizados/ Prima de servicios

"Teniendo en cuenta que sobre la prima de servicios del sector docente no existía una posición uniforme en la jurisdicción contencioso administrativa,  el H. Consejo de Estado realizó un ponderado análisis del tema, y en reciente sentencia de unificación, concluyó que “…antes de la expedición del Decreto 1545 de 19 de julio de 2013, con efectos a partir de 2014, no existía norma alguna que en nuestro ordenamiento jurídico haya creado o reconocido la prima de servicios para los docentes oficiales…” y que el artículo 15 de la Ley 91 de 1989 no creó dicho factor salarial a su favor.

Para adoptar esta decisión, destacó que antes de la expedición del Decreto 1545 de 2013 no estaba reglamentada de manera específica y concreta la prima de servicios en el sector docente (prestación que sólo fue reconocida por la mencionada norma a partir de 2014). Por lo tanto, estima que no es de recibo aceptar que ésta se reconozca con antelación,  por el simple hecho de que fue mencionada en el parágrafo 2º del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 (haciendo mera referencia a la entidad pública a quien le compete asumir su pago,  pero sin regular su ámbito, alcance y la base de liquidación). Menos aún, sí se tiene en cuenta que el artículo 104, literal b) del Decreto 1042 de 1978 preceptúa que al personal docente no se aplica el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos (norma declarada exequible por la H. Corte Constitucional). Aunado al hecho de que los docentes se gobiernan por un régimen especial.

(…)

En ejercicio de la atribución que le confiere la Ley 4ª de 1992, el Presidente de la República expidió el Decreto 1545 de 2013, y en el artículo 1º estableció la prima de servicios para el personal docente y directivo docente oficial, a cargo de las entidades territoriales certificadas en educación, pagadera a partir de la anualidad 2014. 
(…..)
“Sin embargo, no obra prueba de la fecha de su vinculación o de que el ente territorial hubiera creado la prima de servicios con anterioridad al 31 de diciembre de 1989 (entrada en vigencia de la ley 91 de 1989). Tampoco se puede establecer sí en algún momento la actora la devengó; a efectos de precisar si estaba asistida del derecho a seguirla  percibiendo.

Ahora bien, tomando como marco de reflexión el precedente jurisprudencial mencionado, la Sala desestima los cargos formulados contra el fallo de primera instancia; como quiera que la Ley 91 de 1989 no estableció la prima de servicios para los docentes oficiales (en todos sus niveles), ya que dicho emolumento sólo  se creó a partir del 2014 (en cuantía equivalente a 7 días de salario), en virtud del Decreto 1545 de 2013 y así sucesivamente para las anualidades siguientes (en cuantía equivalente a 15 días de salario).”

FUENTE FORMAL Artículo 53 C.P./Ley 91 de 1989/Artículo 21 Código Sustantivo del Trabajo/ Ley 60 de 1993/ Ley 115 de 1994/ Ley 812 de 2003/Decreto 2277 de 1979.

NOTA DE RELATORÍA: Algunas sentencias tenidas en cuentas en esta decisión: sentencia T-1066 del 6 de diciembre de 2012 de la H. Corte Constitucional y la proferida por la Sección Segunda del H. Consejo de Estado el 22 de marzo de 2012 -radicado 68001-23-31-000-2001-02589-01.
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Dr. RAMIRO APONTE PINO  
MAGISTRADO PONENTE

ACCIÓN: CUMPLIMIENTO
DEMANDANTE: PROCURADOR 11 JUDICIAL  II AMBIENTAL Y AGRARIO DEL
                           HUILA
DEMANDADO: AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS Y OTROS
RADICACIÓN: 41001233300020160029400
FECHA: 26 DE JULIO DE 2016



ACCION DE CUMPLIMIENTO/ procedencia- Requisitos- renuencia.
“a.- Ab initio, es del caso recordar, que la reiterada jurisprudencia contencioso administrativa ha precisado que las normas o actos administrativos  cuyo cumplimiento se solicita en el escrito de renuencia, deben coincidir con aquellos que se invocan en la demanda.

b.-Descendiendo al sub lite, está probado que el 12 de septiembre de 2014 el actor le solicitó al Director Regional del Incoder que procediera a “…ejecutar la POLÍTICA PÚBLICA DENOMINADA REFORMA AGRARIA, consignada en el documento de cooperación suscrito entre la gobernación del Departamento del Huila, los municipios de Agrado, Garzón, Altamira, Gigante, Paicol y Tesalia, el Ministerio de Minas y Energía, de Agricultura y EMGESA, literal  V, numeral 6…”, y a renglón seguido menciona la obligación que asumió el  Ministerio de Agricultura de adquirir 2.700 hectáreas para construir la infraestructura de riego (f. 21). 

Vale resaltar, que en dicha petición no se menciona la norma cuyo cumplimiento solicita judicialmente (numeral 1º del artículo 1º del capítulo 1º del Decreto 1277 de 21 de junio de 2013); ya que se limitó a exigir genéricamente el cumplimiento de la política de reforma agraria; de suerte que no se satisface el cumplimiento de la renuencia; lo cual, torna improcedente la acción impetrada.  

De otro lado, es del caso aclarar que aunque en la petición y en la demanda no solicitó el cumplimiento del artículo 3º del mencionado Decreto, en acatamiento de dicha preceptiva al Consejo Directivo del Incoder le correspondía determinar los criterios y procedimientos de selección de los beneficiarios del programa de dotación de tierras. Encargo que fue satisfecho, ya que el 20 de febrero de 2014 dicho órgano expidió el Acuerdo 320, "Por el cual se determinan los criterios y el procedimiento de priorización de casos del programo (sic) previsto por el Decreto 1277 de 2013 y la selección de beneficiarios del Quimbo"; estableciendo la metodología para el registro, calificación, selección y priorización de casos. En especial, el capítulo IV se ocupó del proceso de adjudicación de los predios destinados al proyecto hidroeléctrico (indicando quienes son beneficiarios, las etapas del proceso de inscripción, la revisión de los formularios y la constatación del cumplimiento de los requisitos de los sujetos de reforma agraria, entre otros).

En ese orden de ideas, es menester colegir que no se acreditó que la Agencia Nacional de Tierras (quien asumió las funciones del liquidado Instituto Colombiano de Desarrollo Rural -Incoder-), hubiera soslayado el precepto cuyo cumplimiento se depreca.

c.- En lo tocante con el artículo 12 de la Resolución 0899 del 2009, huelga recordar, que como parte de la licencia ambiental, Emgesa  asumió el costo de adecuar 2.900 hectáreas de riego adicionales. Sin embargo, en los escritos que el Procurador 11 Judicial II Ambiental y Agrario le remitió el 27 de agosto de 2014 y el 10 de mayo de 2016, se limitó a solicitar -en su orden- el “ENVIO RELACION Y/O CENSO DE PERSONAS Y/O GRUPOS POBLACIONALES DENOMINADOS “RESIDENTES NO PROPIETARIOS” QUE A LA FECHA HAN SIDO COMPENSADOS EN DINERO”, y el “envío de relación adicional del censo de personas y/o grupos poblacionales denominados RESIDENTES NO PROPIETARIOS con medida de manejo entregada”. Señalando escuetamente que su objeto es el “Decreto Número 1217 del 21 de junio de 2013 del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural”.

Merced a lo anterior, huelga colegir que tampoco se constituyó debidamente la renuencia; pues  no existe identidad entre la petición y la norma que se aduce incumplida. De suerte que frente a la referida preceptiva también se configura la improcedencia.”

FUENTE FORMAL: Decreto 1277 del 21 de junio de 2013/Decreto 2363 de 2015.
NOTA DE RELATORIA: Algunas sentencias tenidas en cuenta en esta decisión: Corte Constitucional  Sentencia C-157, abril 28 de 1998, M.P. Dr. Antonio Barrera Carbonel y Hernando Herrera Vergara.
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DR. JOSÉ MILLER LUGO BARRERO
MAGISTRADO PONENTE

ACCIÓN: TUTELA
DEMANDANTE: MARÍA MARGOT TIAFI RUBIANO
DEMANDADO: MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL Y OTROS
RADICACIÓN: 41001 23 31 000 2016 00059 00	
FECHA: ABRIL 21 DE 2016


ACCIÓN DE TUTELA – Procedibilidad / Traslados docentes en periodo de prueba. 

“Consecuente con lo expuesto, atendiendo que no se ven reflejadas las condiciones excepcionales a las que se aluden en los precedentes jurisprudenciales expuestos, no se ve como urgente y necesaria la protección constitucional solicitada, pues aunque se trata de menores de edad, de la condición de madre cabeza de familia, los derechos a la integración familiar, a la salud de los niños, a la educación de los menores, no se ven vulnerados por la autoridad accionada y que no procede ordenar su traslado por esta vía excepcional, al considerarse por parte de la Corporación que su nombramiento en periodo de prueba en la vereda Río Negro del municipio de Baraya no obedeció al capricho de la autoridad accionada sino que fue el resultado del concurso de mérito al cual accedió la accionante y a su propia decisión de ingresar a la carrera docente en las condiciones y lugar al que logró ubicarse, lo cual no puede legitimarla para sostener que ello desintegra su núcleo familiar y que la autoridad nominadora vulnera sus derechos fundamentales al negar su traslado al lugar donde residía antes de su nombramiento.

Por estas razones no es procedente inaplicar el Decreto 1075 de 2015, en lo relativo al traslado de los docentes nombrados en periodo de prueba, pues no se demostró que ello sea constitucionalmente necesario en las circunstancias fácticas analizadas.”


FUENTE FORMAL: Decreto 1075 de 2015 / Constitución Política de Colombia. 

NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en ésta providencia: Corte Constitucional, SU 339-11, expediente T 2385955, 4 de mayo de 2011, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto./ Corte Constitucional, expediente T- 2.224.210, MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, 6 de agosto de 2009./ T-1156 de 18 nov. 2004 MP. Marco Gerardo Monroy, T-346 de 30 de marzo 2001 MP. Jaime Araujo Rentería, T-1498 de 2 nov. 2000 MP. María Victoria Sáchica, T-965 de 31 de julio 2000 MP. Eduardo Cifuentes, T-288 de 4 de junio 1998 MP. Fabio Morón Diaz, T-715 de 16 dic. 1996 MP. Eduardo Cifuentes, T-016 de 30 de enero 1995 MP. José Gregorio Hernández y T-483 de 27 de octubre 1993 MP. José Gregorio Hernández./ T-468 de 13 de junio 2002 MP. Eduardo Montealegre, T-346 de 30 de marzo 2001 MP. Jaime AraújoRentería, T-077 de 29 de enero 2001 MP. Fabio Morón Diaz, T-1498 de 2 de nov. 2000 MP : María Victoria Sáchica, T-965 de 31 de julio 2000 MP. Eduardo Cifuentes, T-355 de 27 de marzo 2000 MP. José Gregorio Hernández.
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DR. JOSÉ MILLER LUGO BARRERO
MAGISTRADO PONENTE

ASUNTO: SOLICITUD DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA.
DEMANDANTE: ISRAEL MANCHOLA MENDEZ.
DEMANDADO: FEDERACION NACIONAL DE CAFETEROS Y OTROS.
RADICACIÓN: 410012331000199901417 01	
FECHA: ABRIL 27 DE 2016

EJECUCIÓN DE SENTENCIA- Competencia / Ejecución de sentencias proferidas contra entidades públicas. 

“De lo anterior se deduce, que las condenas proferidas contra entidades públicas, derivadas de una sentencia proferida por esta Jurisdicción, son exigibles 18 meses, contados a partir de su ejecutoria, que el competente para conocer la ejecución es el Contencioso Administrativo, a través del proceso ejecutivo, previo estudio del término establecido para efectos de la caducidad.”

(…)

“Con fundamento en lo expuesto anteriormente y visto que para efectos de la ejecución de sentencia proferidas contra entidades públicas por ésta Jurisdicción, existen claras reglas de competencia adjudicándola a esta misma, previo ejercicio de la acción ejecutiva, ello implica la presentación de una nueva demanda que debe ser sometida a reparto y evaluada, conforme a las reglas de competencia y procedencia de la acción; lo pertinente es rechazar por improcedente la solicitud de cobro ejecutivo.”

FUENTE FORMAL: Ley 1437 de 2011


NOTA DE RELATORÍA: Algunas de las sentencias tenidas en cuenta en ésta providencia: Auto del 29 de enero de 2015, Consejera Ponente SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ (Rad. 050012331000200101115-02 (2231-2014) Demandante Gloria Eugenia Valencia Correa contra Municipio de Urrao – Antioquia/ CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA SUBSECCION C.  Consejero Ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. Radicación número: 47001-23-33-000-2013-00224-01(50006). Siete (07) de octubre de dos mil catorce (2014).
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DR. JOSÉ MILLER LUGO BARRERO
MAGISTRADO PONENTE

ASUNTO: SOLICITUD DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA.
DEMANDANTE: ISRAEL MANCHOLA MENDEZ.
DEMANDADO: FEDERACION NACIONAL DE CAFETEROS Y OTROS.
RADICACIÓN: 410012331000199901417 01	
FECHA: ABRIL 27 DE 2016

ACTOS PRECONTRACTUALES/ Caducidad- Licitación- declaratoria de desierta.

“Por consiguiente, el acto administrativo que declara desierta la licitación también es de aquellos expedidos con ocasión de la actividad contractual, pues por su naturaleza, uno de los efectos de esa decisión es truncar el proceso contractual iniciado con anterioridad y por lo tanto, si le es aplicable el inciso 2 del artículo 87 del C.C.A., y por ende, el término para intentar el control judicial del mismo es de 30 días siguientes a su comunicación, notificación o publicación; por lo que se constituye en una excepción a las reglas generales sobre caducidad, que previene el Art. 136 ib., esto es, de 4 meses para las acciones de nulidad y restablecimiento y respecto de la acción de simple nulidad, la cual puede interponerse en cualquier tiempo.”
(…).
“Se constata la importancia en esta clase de procesos del pliego de condiciones, pues se trata de una prueba fundamental para resolver de fondo el conflicto referido en la demanda, en tanto que en el mismo aparecen las pautas esenciales a las cuales debían someterse las partes y en particular, necesario para analizar si fue ajustado a la ley rechazar la propuesta del Consorcio Moto Parque y declarar desierta la licitación.

De acuerdo a lo anterior, para la Sala, sin este elemento probatorio, no es posible establecer o verificar si los actos acusados se apartaron de la ley, pues sin duda, le correspondía al actor, según las reglas probatorias fijadas en el Art. 177 del C. de P. C., demostrar que tal acto fue contrario al ordenamiento jurídico y que el mismo le causó perjuicios, debido a que su propuesta estaba completa y ajustada al pliego de condiciones y a lo previsto en la Ley 80 de 1993.

En este caso, la parte actora solicitó como prueba documental el proceso licitatorio completo, el cual fue debidamente decretado y para ello fue requerida la Alcaldía de Neiva, quien en respuesta a dicha solicitud, informa que se deben pagar las expensas necesarias para la expedición de las respectivas copias; sin embargo, el Consorcio Moto Parque no cumplió con dicha obligación luego de habérsele requerido en varias oportunidades, por lo que se procedió declarar desistida la prueba ante la falta de ánimo de los demandantes.

Así las cosas, tal como lo ha precisado el Consejo de Estado en varias oportunidades y de acuerdo con el artículo 177 del C.P.C., la carga de la prueba en estos casos la tenía la parte que alega un hecho o a quien lo excepciona o lo controvierte; y por lo tanto, como la parte actora no cumplió con esa obligación, la Sala debe concluir que no se desvirtuó la legalidad de los actos administrativos demandados y que las súplicas de la demanda deben ser negadas.”

FUENTE FORMAL: Ley 80 1993/ Ley 446 de 1998.

NOTA DE RELATORIA: Algunas sentencias tenidas en cuenta en esta decisión: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 14 de abril de 2010, exp. 16432, CP Mauricio Fajardo Gómez/ Consejo de Estado, Sección Tercera, (Subsección B), sentencia de 27 de abril de 2011, rad. 25000232600019970392401 (18293), CP Ruth Stella Correa Palacio./ Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera – Subsección A, marzo 14 de 2013, radicación: 440012331000199900827 01, expediente: 24.059.  


NOTA DE ADVERTENCIA

La Relatoría es la encargada de clasificar, titular y extraer los autos y sentencias de la Corporación para organizar la jurisprudencia, pero advierte a sus usuarios que no se exoneran de verificar el contenido de lo publicado con los textos originales ubicados en la Secretaría del Tribunal Administrativo del Huila.
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María Piedad Vásquez Borrero
Relatora
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